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Un reciente operativo de la Policía de Investigaciones
(PDI) culminó con la incautación de 2.478 artículos
que imitaban a una conocida marca de joyas catala-
na. Parte importante de las piezas —que tenían un

avalúo cercano a los $500 millones— eran comercializadas en
un módulo ubicado en un mall del sector oriente de Santiago,
ofrecidas como productos originales aunque a un precio me-
nor. 

En los días siguientes, fue la misma administración del
centro comercial la que se refirió a la situación, condenando lo
sucedido. En el comunicado, se mostraron dispuestos a colabo-
rar con las autoridades competentes y anunciaron posibles ac-
ciones legales en contra de los responsables.

El caso tomó, sin embargo,
un giro sorpresivo días des-
pués, cuando el Servicio Na-
cional del Consumidor ofició al
centro comercial exigiendo le
informara qué medidas estaba
adoptando para prevenir que
un hecho así volviera a suceder. El director del organismo justi-
ficó la exigencia argumentando que los centros comerciales
“como proveedores profesionales que gestionan un espacio
que atrae a miles de personas, deben tomar medidas para pre-
venir hechos ilícitos en su interior y proteger a los asistentes”.
Tal criterio puede tener sentido respecto de medidas generales
de seguridad, como la instalación de cámaras o una adecuada
coordinación de sus equipos para hacer frente a asaltos u otros
hechos que afecten la integridad de sus clientes. Pretender, sin
embargo, que además se hagan cargo de vigilar preventiva-
mente el cumplimiento de la ley de propiedad intelectual o de
las normativas tributarias por parte de los locatarios resulta
evidentemente un exceso. Entre otras razones, porque los malls
—empresas del rubro inmobiliario— carecen de las atribucio-
nes para ello e incurrirían en una ilegalidad si pretendieran
arrogárselas. Por lo demás, conforme al mismo razonamiento,
podría también exigírsele velar por el cumplimiento de las nor-
mas sanitarias en un restaurante al arrendador de ese local, o

responsabilizar al propietario de un departamento por no ha-
ber prevenido conductas delictuales cometidas por su arrenda-
tario. En definitiva —y como ha hecho notar la presidenta de la
Cámara de Comercio de Santiago—, sin perjuicio de la colabo-
ración que deben prestar todos los ciudadanos, la tarea de vigi-
lar el cumplimiento de la ley corresponde al Estado con sus
distintos organismos: policías, autoridad sanitaria, Impuestos
Internos, etcétera. 

Con todo, lo más preocupante de este episodio es que no
se trata solo de un caso aislado, sino que parece expresivo de
una cierta tendencia que se ha venido instalando conforme se
agudiza la crisis de seguridad pública en el país. En efecto, ante
su fracaso en este, su ámbito de acción más propio, el Estado

reacciona descargando la res-
ponsabilidad en los ciudada-
nos. Se manifiesta ello en exi-
gencias que pueden parecer
menores —por ejemplo, el gra-
bado de patentes en los vidrios
de los autos para enfrentar los

robos—, pero también da lugar a decisiones tan abusivas como
la de la Dirección del Trabajo al sancionar y suspender el fun-
cionamiento de una farmacia luego de haber sido esta asaltada,
exigiéndole adoptar medidas frente a la actividad delictual en
su entorno. Justificada es por lo mismo la preocupación que
ahora manifiestan otros sectores, como los contratistas foresta-
les de la macrozona sur, habitual blanco de atentados, al cono-
cer el decreto de la Subsecretaría de Previsión que define la
Política Nacional de Seguridad en el Trabajo. Esta compromete
a los empleadores a “adoptar medidas efectivas para reducir y
mitigar los riesgos asociados a la violencia externa que afecte a
los lugares de trabajo, especialmente en actividades producti-
vas altamente expuestas como el rubro forestal, transporte y
servicios”. 

Y es que, al parecer, asistimos a una singular privatización
de las responsabilidades más básicas del Estado, paradójica-
mente promovida por quienes proclaman su fe en las bonda-
des de este y recurrentemente abogan por expandir su tamaño.

Ante su fracaso en seguridad pública, el

Estado reacciona descargando la

responsabilidad en los ciudadanos. 

Una privatización singular

Ha sido este un año abundante en noticias vin-
culadas al comercio marítimo chileno. Por
ejemplo, un largo paro en el Puerto de Coro-
nel siguió al descubrimiento de hechos de co-

rrupción local, investigados por el Ministerio Público. A
su vez, el retraso en el desarrollo del megapuerto de San
Antonio ha contrastado con la rápida construcción de
Chancay, en Perú, generando nuevas discusiones. En
tanto, ahora se debate en el Congreso la liberalización del
cabotaje doméstico, una propuesta enviada por el gobier-
no anterior y que enfrenta presiones contrarias de los na-
vieros nacionales. Pero estos acontecimientos no debie-
ran hacernos olvidar los eventos globales en materia ma-
rítima, un área cuya situación se muestra complicada,
con el consiguiente impacto para Chile.

Desde luego, ha habido un proceso de concentración
de la industria a escala glo-
bal, de forma que las cuatro
mayores empresas de trans-
porte de contenedores han
pasado de poseer en 2015 un
39,7% de la capacidad a un 57,7% en 2024, lo que podría
sugerir menos competencia. Además, durante la pande-
mia, las dificultades logísticas en los puertos elevaron las
tarifas a niveles tan altos que las ganancias de algunas
navieras alcanzaron el equivalente a una década de tiem-
pos normales. Posteriormente, los precios cayeron, pero
la inseguridad en el Canal de Suez por las acciones hutíes
y la sequía que afecta al canal de Panamá han obligado a
tomar rutas más largas, y la mayor duración de los trayec-
tos aumenta la demanda por naves. Esto ha elevado otra
vez las tarifas: según el índice de Drewry, las correspon-
dientes al transporte de contenedores están en un nivel
que es más del doble del valor que tenían hace un año.

Se ha agregado ahora a este escenario una huelga ge-
neralizada en los puertos de la costa este y sur de los Esta-
dos Unidos, que originará retrasos en las transferencias
de carga y nuevos desajustes en las cadenas de suministro
de ese país. El costo para su economía será alto si el movi-

miento se mantiene. El tener que redestinar la carga a la
costa oeste aumenta la demanda por naves, alzando los
precios. Esto también es un problema para nuestras ex-
portaciones hacia ese país, que enfrentarán costos más al-
tos y posiblemente congestión. 

Aunque ese gobierno tiene herramientas legales para
obligar al cese del paro, no las ha utilizado porque la ad-
ministración Biden no quiere aparecer como antisindical.
Ya el líder de los portuarios ha tenido una larga y “pro-
ductiva” reunión con Trump, cuyas políticas son protec-
cionistas. Al respecto, no se debe olvidar que un aumento
de los costos del transporte es equivalente a un mayor
proteccionismo.

Con todo, tal vez lo más preocupante sean las razo-
nes para el paro, decretado por su líder sin consultar a las
bases: aunque los empleadores están dispuestos a au-

mentar las ya elevadas re-
muneraciones de los traba-
jadores en cerca de un 50%,
la oferta fue rechazada por-
que no era suficientemente

clara en su oposición a la automatización de los procesos
portuarios. Cabe observar que, debido precisamente a la
escasa automatización, los puertos norteamericanos son
menos eficientes que los de naciones como Holanda,
Australia y países asiáticos. 

Este líder sindical, además, ha prometido impulsar
una campaña global contra la automatización, nombran-
do específicamente a Chile y a Portugal como países a los
que podría extenderla. Esta actitud contra el cambio tec-
nológico es autodestructiva para las naciones, y la histo-
ria señala que no tiene futuro, pero puede causar mucho
daño en el intertanto. Chile depende del comercio exte-
rior y un 90% de este utiliza vías marítimas. Para la eco-
nomía nacional es fundamental que los costos del trans-
porte marítimo sean bajos, y en el pasado los gobiernos
hicieron lo posible por reducirlos, algo que más reciente-
mente parece haber sido olvidado. Urge retomar con
fuerza esa preocupación.

Tal vez lo más preocupante sean las razones

del paro: el rechazo a la automatización. 

Problemas marítimos

Muchos países
llegan al nivel de de-
sarrollo actual de
Chile, llamado de los
“ingresos medios”, y
quedan atrapados en
su trampa. Y son
muy pocas las nacio-
nes que logran cons-
truir sociedades se-
guras, prósperas e in-
clusivas, donde la
población pueda satisfacer adecuada-
mente sus necesidades básicas. Un re-
quisito indispensable para evitar el es-
tancamiento es que exista una adhesión
mayoritaria a ciertas materias decisivas,
relacionadas con la organiza-
ción del conflicto y la coopera-
ción, y muy especialmente res-
pecto de los métodos, prácticas,
instituciones y procedimientos
que el conjunto de la sociedad
legitima para resolver las dis-
crepancias, demarcando el grado de di-
senso permisible en una democracia.

Los obstáculos para alcanzar la me-
ta del desarrollo y consolidar la demo-
cracia son múltiples, pero hay uno que
es de la máxima relevancia. Este se refie-
re precisamente a la falta de conciencia
respecto de cuál es el grado de conflicti-
vidad permisible en el juego democráti-
co. Se está produciendo una creciente
brecha entre, por una parte, una pobla-
ción claramente moderada, reacia a la
agudización de las divergencias y parti-
daria de los grandes acuerdos, y, por la
otra, una élite ideológicamente polariza-

da que se rehúsa a alcanzar un entendi-
miento mínimo para realizar las refor-
mas necesarias para el progreso.

La moderación de la población ha
quedado reflejada no solo en los últimos
estudios de opinión, sino especialmente
en el rechazo a los dos proyectos consti-
tucionales, en los cuales primó la con-
frontación por sobre la búsqueda de una
verdadera cooperación basada en con-
sensos mínimos. 

La polarización —que desgraciada-
mente ya no se limita a los partidos anti-
sistémicos refundacionales, sino que pa-
rece haber contaminado a sectores de
centroderecha— ha quedado patente en
la acusación constitucional contra la mi-

nistra del Interior presentada por el Par-
tido Republicano y, peor aún, en el in-
tento (felizmente frustrado por su direc-
tiva) de algunos diputados de Renova-
ción Nacional de acusar al propio
Presidente de la República. ¿Alguien
puede creer que sería conveniente o que
la población querría llegar a una situa-
ción en que se destituya al primer man-
datario, creando una nueva y grave ines-
tabilidad institucional? ¿No fue esa ini-
ciativa, tendiente a derrocar por esta vía
al Presidente Piñera, el más nefasto pre-
cedente, universalmente reprochado,
excepto por la izquierda radical que lo

promovió? Es indudable que la situación
de inseguridad del país ha superado los
límites tolerables y que una acusación
constitucional es una medida legítima
pero de ultima ratio que, tal como fue su-
gerido por la comisión de expertos, de-
bería siempre ser precedida por una in-
terpelación en el Congreso, en la cual los
ministros pudieran hacer sus descargos. 

Es más, en el caso de la acusación
constitucional en contra de la ministra
Tohá, esta no contribuye en nada a solu-
cionar los problemas de seguridad del
país. Del mismo modo, la introducción
extemporánea de severas críticas al go-
bierno anterior por temas de seguridad
pública parece reflejar más el interés de

sus autores por diferenciarse de
Chile Vamos y crear una identi-
dad propia más confrontacio-
nal que reditúe beneficios en la
próxima elección, antes que co-
laborar con sectores afines.
Tampoco aumenta la posibili-

dad de que quienes gobernaron con el
Presidente Piñera estén dispuestos a
otorgar su aprobación a dicho texto.

Para que la democracia funcione
hay que evitar que las discrepancias se
transformen en irreconciliables, y las éli-
tes políticas deben valorar la tolerancia,
la capacidad para llegar a transacciones
y acuerdos, aceptar la legitimidad de la
discrepancia y de la diversidad, y aislar a
quienes quieren imponer sus proyectos
globalizantes desde perspectivas teóri-
cas inamovibles. 

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Se está produciendo una creciente brecha

entre una población claramente moderada y
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Acusación constitucional 
y exacerbación de los conflictos

Se han cumplido 86 años desde que el 30
de septiembre de 1938 los jerarcas de Italia
y Alemania, Francia y Reino Unido, suscri-
bieran en Múnich un acuerdo que aprobaba
la incorporación a te-
rritorio alemán de la
región de los Sudetes,
perteneciente a Che-
coslovaquia, cuyos
representantes no
participaron en el
pacto. Se sostuvo que
la mayoría de los ha-
bitantes de esa re-
gión eran de habla
germánica y que así
se evitaba un conflic-
to armado desatado
por el expansionismo
proclamado por el
Tercer Reich de Hitler. Transformados en
alemanes, se les aplicó el rigor de su ordena-
miento, luego extendido a todo el país, ha-
ciendo de Checoslovaquia un títere del pro-
tectorado alemán. 

La historia contemporánea señala que
los acuerdos muniqueses solo fueron posi-

bles por la increíble confianza de los perso-
neros ingleses y franceses, que creyeron se
trataba de limitadas aspiraciones, en las
que el discutido expansionismo alemán no

eran más que rectifi-
caciones al Tratado
de Versalles, y confia-
ban que, si se les con-
cedían pacíficamen-
te, la paz europea no
sería afectada. El
error de tales apre-
ciaciones solo se en-
mendó años más tar-
de y por parcialida-
des, soportando de
por medio dolorosos
episodios protagoni-
zados por la Unión
Soviét ica . De los

acuerdos de Múnich nunca más se supo. 
Repasar estos hechos confirma que los

pactos políticos, sean nacionales o interna-
cionales, deben escribirse con buena letra y
firmarse con tinta indeleble.

D Í A  A  D Í A

Si de acuerdos se trata...

CORUSCO

A l g o h a
cambiado en la
llamada “élite”
chilena que ya
no siente eso que
se repetía antes
e n u n a b u e n a
educación: a ma-
yor privilegio,
mayor responsa-
bilidad social.
Pocos captan,
cuando llegan al olimpo del poder,
sea en el Estado, en el gobierno, en
la empresa o en una universidad,
que hay una larga cadena de perso-
nas e instituciones que les permi-
tieron surgir, aparte de sus propios
méritos o esfuerzos. Una defensa
irrestricta de la li-
bertad —funda-
mental y la base
de una sociedad
democrática—
llevada al extre-
mo aparece ca-
rente de respeto
y empatía en un
Chile con crecientes necesidades.
Sin duda la libertad es el funda-
mento de la política y de la econo-
mía en una sociedad democrática.
Pero de algún modo se les ha incul-
cado a muchos, o se han convenci-
do ellos mismos, que logrado un
supuesto éxito económico o de re-
conocimiento, no existe ninguna
obligación de retribuir, de conside-
rar, de agradecer... y pierden de
vista al resto. Sus talentos, creen
muchos winners, son producto solo
de su superioridad intelectual o de
su esfuerzo personal, de modo que
no le deben nada a nadie, tampoco
al país.

En las altas esferas política,
económica o intelectual muy po-
cos sienten ya empatía con el con-
cepto de nación, o al menos no se
oye ni se ve ese vínculo. Hay un

cambio en la élite, en especial en el
gobierno actual, así como entre al-
gunos políticos de oposición, que
desatienden los problemas impor-
tantes por su escasa preparación e
interés en lograr buenas políticas
públicas. Todas las encuestas re-
gistran ese divorcio entre la clase
dirigente y la dura vida de la mayo-
ría de los chilenos. Tal vez siempre
ha existido esa lejanía, pero algo
hay en el pseudo exitismo actual
que lo hace más brutal y soberbio. 

Lo que podríamos volver a va-
lorar en la educación y en la socie-
dad chilena es la cortesía: esa acti-
tud amable de consideración hacia
los demás, fundamental para una
convivencia sana. Se trata del res-

peto cívico, que
ya muy poco se
enseña en los co-
legios y en las fa-
milias. Es muy
necesaria una éli-
te exitosa en el
buen se n t ido ,
comprometida

con el bienestar colectivo. Los paí-
ses la requieren para conducir e
inspirar. Pero debe estar acompa-
ñada de cortesía cívica, que no solo
es signo de buena educación, sino
un factor fundamental para la con-
vivencia pacífica, y para un am-
biente de mayor armonía y respeto
mutuo. Algo ha pasado con la for-
mación de las personas que llegan
a altos cargos, que pierden de vista
a los demás chilenos, y actúan con
arrogancia y en beneficio propio,
aumentando así las tensiones so-
ciales. Lo estamos viendo en la po-
lítica y en el Poder Judicial última-
mente, lo que es especialmente
grave. Lo que más erosiona la con-
fianza en las instituciones es una
clase dirigente desconectada.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

La descortesía de la élite

Algo hay en el pseudo

exitismo actual que lo

hace más brutal y

soberbio. 
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—Un coquito bien bolivariano, compañera, para que disfrutes con la familia.
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